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3. Introducción.

La presente tesina aborda un tema de indudable trascendencia en el ámbito del derecho urbanístico: el Estudio económico-financiero en el Planeamiento Urbanístico. 

El objeto del presente trabajo se centra en el análisis de este documento, el Estudio económico-financiero, en el que se tienen que plasmar todas las determinaciones, de contenido económico, de los instrumentos de planeamiento urbanístico.

Existen diversas causas que han servido de incentivo para iniciar este estudio, al margen del valor didáctico y académico que pueda suscitar; la elección del tema se ha debido principalmente tanto por haber observado que tradicionalmente ha sido, y actualmente es, un tema escasamente tratado por la doctrina y a su vez, por resultar ser una materia de gran interés personal, en gran medida, por mi formación universitaria.  

El objetivo que se persigue con la elaboración de este trabajo, es profundizar en el análisis del Estudio económico-financiero, tanto desde el punto de vista de su obligatoriedad como de su contenido y alcance. 

Con el convencimiento de que el Estudio económico-financiero es un documento ineficaz si su elaboración no presenta un contenido mínimo acorde a su función, se pretende, en base a la experiencia de haber participado en la elaboración del estudio económico financiero de Vigo, exponer de manera resumida, por la extensión que ha de presentar este documento, la metodología que se ha utilizado en éste, y aportar un posible modelo de elaboración de un estudio económico- financiero.   

La tesis que se pretende con la elaboración de este trabajo, es defender que una evaluación económico-financiera, ha de formar parte siempre, por su importancia y trascendencia, de todo instrumento de planeamiento que posibilite la ejecución urbanística. 

A su vez, se intenta concienciar de las negativas consecuencias que se manifiestan, a tenor de prácticas viciadas que han venido acompañando a la elaboración de este documento, como se explica detenidamente en el apartado correspondiente al análisis de la doctrina jurisprudencial.

El procedimiento que se ha llevado a cabo, para cumplir con los objetivos de este trabajo, se basa en la elaboración de un profundo análisis en torno a la existencia y el contenido que ha de caracterizar al Estudio económico-financiero, centrado fundamentalmente, sobre la base de tres fuentes de suma importancia: la legislación, la jurisprudencia y la doctrina. 

 Resulta imprescindible destacar que se ha intentado aportar la mayor opinión posible en cada uno de los apartados desarrollados, con el fin de lograr obtener, de esta manera, conclusiones al respecto. Para distinguir las conclusiones que se aportan en cada uno de los epígrafes que se desarrollan, se ha decidido incluir el siguiente símbolo,   “(”   al inicio de cada uno de ellos, para su identificación con mayor claridad. 

El texto que compone este trabajo, se ha diferenciado en dos cuerpos de letra distintos. La letra más grande es la que ha servido para la trascripción de la mayor parte del desarrollo de este trabajo. La letra más reducida, contiene aclaraciones y conclusiones. 

Con relación a la metodología adoptada, la obra se divide en tres capítulos: Uno de carácter introductorio, en el que se centra el tema de este trabajo, mediante el desarrollo de conceptos básicos que integran el Urbanismo y una breve aproximación a los instrumentos de Planeamiento Urbanístico.

 En el segundo capítulo, se realiza un análisis centrado en el tratamiento que recibe el Estudio económico-financiero en los diferentes instrumentos de Planeamiento Urbanístico. Se lleva a cabo, teniendo en cuenta la legislación estatal y las últimas novedades legislativas autonómicas en materia de Urbanismo, así como haciendo uso de abundante y actualizada jurisprudencia, en su mayoría, del Tribunal Supremo. Mediante el análisis de la jurisprudencia, y contrastando con el análisis efectuado de la legislación, se intentan extraer diversas conclusiones de interés, con la finalidad de complementar el tema que se desarrolla en esta tesina

En el tercer y último capítulo, de carácter meramente práctico, se desarrolla y propone la metodología que se ha empleado para elaborar el Estudio económico-financiero en el Plan General de Ordenación Municipal de Vigo, con la finalidad de aportar una documentación práctica adicional, que complemente el desarrollo teórico del resto del trabajo.

4. El Urbanismo, el Planeamiento y el Derecho Urbanístico.

El propósito que presenta este apartado, no es otro que centrar el tema que se desarrollará a lo largo de este estudio. Resulta incomprensible hablar del EEF en el planeamiento urbanístico sin haber abordado con antelación, los instrumentos de planeamiento que se contemplan en el derecho urbanístico, ni haber reflexionado, al menos tímidamente, entorno a lo que trasciende del término Urbanismo.

El término Urbanismo, etimológicamente, procede de la palabra latina “Urbs-urbis”(ciudad). De acuerdo con este significado, el urbanismo “es el conjunto de conocimientos relativos a la creación, desarrollo, reforma y progreso de las poblaciones según conviene a las necesidades de la vida humana1”.

El profesor Dr. D. Enrique Sánchez Goyanes2 afirma que el Urbanismo “ nos aproxima a la actividad de ordenación de una ciudad, más grande ó más pequeña, tanto en su fase previa, de planificación ideal, cuanto en su fase posterior, de desarrollo de ésta, de ejecución material, en definitiva”. 
El profesor D. Tomás-Ramón Fernández Rodríguez, señala que el Urbanismo sencillamente “es una perspectiva global e integradora de todo lo que se refiere a la relación del hombre con el medio en el que se desenvuelve y que hace de la tierra, del suelo, su eje operativo”.
En palabras de Danger, el urbanismo “es la ciencia que se ocupa de la ordenación y desarrollo de la ciudad... ”.

Existe un elemento común que aparece explícitamente en todas las definiciones anteriores, este es el suelo. El suelo es un elemento limitado, por tanto resulta necesario optimizar su aprovechamiento, para lograr que la población se asiente de forma cómoda, sana y agradable. Para esta tarea, surge la figura del Plan, que en la legislación vigente se ha convertido en el instrumento básico de la actividad urbanística. 

El término Plan aparece en el derecho positivo con las primeras normas urbanísticas, en cuyo contexto adquiere un significado equivalente a la de plano, aludiendo a una cierta forma de representación gráfica de una realidad determinada. 

Esta idea se extiende en el tiempo, hasta la ley de 1956, con la cual el concepto de plan experimenta una transformación absoluta. La idea de que el planeamiento “es la base necesaria y fundamental de toda ordenación urbanística”, ya aparecía indicada en la exposición de motivos de la primitiva Ley del Suelo de 1956.

El Plan, que adquiere un carácter normativo, aparece como el elemento central y más característico, pues la Ley del suelo confía a los planes la tarea de ordenar el territorio, coordinando la función pública del urbanismo con los derechos de los propietarios de los terrenos afectados. Este es, pues, el problema al que el derecho urbanístico de nuestros días tiene que dar respuesta.

El derecho, en relación con el urbanismo, encuentra una frase representativa, que ilustra su función. Extraída del discurso preliminar escrito por Jean Giraudoux3, dice así: “ No hablamos del cielo, para lo cual no se discute el método. Pero puesto que cada hombre, posee la Tierra y cada ciudadano su país, con el mismo derecho que todos los demás hombres y ciudadanos, no hay más política humana y racional que la que ambiciona facilitar al hombre el ejercicio de esta igualdad”.  

1. El Planeamiento General.

El Planeamiento General, según recoge el profesor D. Enrique Porto Rey4, en virtud de la Sentencia 164/2001, fundamento jurídico 6.b), se refiere “aquellos planes o decisiones de ordenación urbanística que, en atención a las clases primarias de suelo previstas en la Ley del Suelo de 1998 contengan las determinaciones necesarias para armonizar el efectivo disfrute de los derechos de propiedad urbana con la estructura y política urbanística propia de cada ciudad”

Entre toda la variedad de instrumentos de planeamiento, tienen una especial significación las figuras que intervienen en el nivel general, dado que el futuro de cada término municipal depende de manera directa, de las propuestas que contengan estos instrumentos. En este apartado, se contemplan las tres figuras generales de ordenación. Veámoslas más detenidamente, de menor a mayor complejidad:

1. Proyecto de delimitación de suelo urbano.

Se debe afirmar que esta figura no se integra dentro del planeamiento urbanístico en sentido estricto. El Proyecto de Delimitación de suelo urbano, no es un plan, sino una figura de ordenación urbanística, cuyo objeto se limita a determinar el perímetro de los terrenos comprendidos como suelo urbano en un núcleo de población, considerando el resto del término municipal como suelo no urbanizable.

La finalidad, por tanto, es señalar el suelo que se ha convertido en urbano por cumplimiento de los requisitos legales.

Con relación a su tratamiento por la legislación, resulta diferente en cada una de las Comunidades Autónomas. Sin embargo, se puede decir, que si bien las Comunidades o Ciudades Autónomas apoyadas en la legislación estatal de 1976 o en el TRLS de 1992, contemplan su aplicación, (Ceuta, Melilla, País Vasco), la nueva regulación autonómica prácticamente anula la presencia de esta figura.

2. Normas Subsidiarias Municipales.

Las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal resultan ser verdaderos instrumentos de planeamiento urbanístico general, redactados en ausencia de Plan General de Ordenación Urbana o complementando las insuficiencias del mismo.

Su finalidad es clasificar el territorio del término municipal. Además de las determinaciones para el suelo urbano y el suelo no urbanizable, las Normas Subsidiarias han de contener determinaciones que regulen la actuación urbanística en el suelo urbanizable.

La jurisprudencia ha afirmado, que poseen la naturaleza de verdaderas normas de planeamiento general que constituyen planes reducidos o menores.

3. El Plan General de Ordenación Urbana.

El Plan Municipal es la pieza esencial del planeamiento urbanístico. Se configura como un instrumento de ordenación general e integral del territorio de un municipio. Constituye el prototipo de planeamiento general, en él ha de ejercerse la opción por un modelo urbanístico determinado, cuya realización práctica se lleva a cabo a través del propio plan y del planeamiento de desarrollo.

Resulta necesario advertir que cuando existan instrumentos de ordenación territorial establecidos bien en la legislación estatal o en la legislación autonómica, las previsiones del plan general deben respetar las directrices y determinaciones de los mismos, dada su superioridad jerárquica.

Cabe distinguir dentro del planeamiento urbanístico general, dos tipos de planes, en función de la extensión de su ámbito territorial:

- Planes municipales: son aquellos que ordenan y racionalizan con carácter integral el territorio comprendido en un término municipal.

- Planes Plurimunicipales: son aquellos que se extienden a varios términos municipales, siempre que tengan carácter contiguo. Son admisibles en aquellas Comunidades en las que se aplica la legislación urbanística estatal y en las leyes de las Comunidades siguientes: Aragón, Cantabria, Castilla-La Mancha, Cataluña, Murcia, La Rioja, Cataluña, Navarra y Galicia.

Existen además las ya tratadas Normas Subsidiarias de Planeamiento, que configuran el régimen básico del suelo en los municipios que no cuentan con Plan General. Sin embargo, la legislación de algunas Comunidades Autónomas impone la obligatoriedad de elaborar un Plan General, en los municipios que concurran determinadas circunstancias, resultando la más importante la superación de cierto número de habitantes.

2. El Planeamiento de Desarrollo.

Presenta como misión desarrollar con precisión las previsiones y determinaciones del planeamiento general, para proceder posteriormente a la fase de ejecución del planeamiento por medio de la urbanización, que transformará la realidad física para acomodarla a los parámetros establecidos en el PGOU.

Prácticamente la totalidad de la legislación urbanística de las Comunidades Autónomas contemplan, entre otros, los siguientes instrumentos de planeamiento de desarrollo: los Planes Parciales, los Planes Especiales y los Estudios de Detalle

1. Los Planes Parciales.

Es un instrumento de ordenación, que tiene por objeto desarrollar detalladamente, las previsiones y determinaciones del planeamiento general en un espacio concreto.

Con el Plan parcial, el planeamiento urbanístico llega a su último grado, en la medida en que aborda el estudio concreto de una zona determinada, que resulta un inconveniente en la gran escala del planeamiento general. Sin embargo, cabe la posibilidad en algunas leyes autonómicas como la gallega, en la que se contempla por parte del planificador general, el llevar a cabo una ordenación detallada en suelo urbano no consolidado y en suelo urbanizable delimitado, de manera que no resulte necesario un planeamiento secundario en estos ámbitos

Desde el punto de vista de su jerarquía normativa, el plan parcial está sometido al planeamiento general. De esta manera, no puede aprobarse un plan parcial, sin que previamente se haya aprobado de forma definitiva un Plan General.

2. Los Planes Especiales.

Los Planes especiales son instrumentos de planeamiento urbanístico que tienen como característica esencial perseguir satisfacer, bien un fin determinado identificable con un sector de actividad con incidencia territorial, bien una operación de reforma interior o la conservación y protección del patrimonio y la naturaleza. Son los que permiten dar forma a todas aquellas propuestas de planeamiento que no están comprendidas en las finalidades de las figuras que se han citado anteriormente.

Los Planes Especiales pueden desarrollarse para cuatro situaciones fundamentales:

- En desarrollo del Planeamiento territorial, sin necesidad que previamente se haya aprobado el Plan General del territorio afectado.

- En desarrollo de las previsiones del Plan General, sin necesidad de que previamente se apruebe un Plan parcial.

- Con objeto de adoptar medidas de protección en áreas que constituyan unidades que así lo aconsejen, así como en ausencia de plan territorial y/o planeamiento general, o en caso de que sus previsiones no sean lo suficientemente detalladas.

- En cumplimiento de una norma sectorial, para ordenar el espacio físico donde se presta un servicio dado o se realiza una actividad específica.

3. Los Estudios de Detalle.

Son instrumentos planificadores urbanísticos, de desarrollo, siempre derivados, de finalidad general, estables y susceptibles de ser promovidos por particulares.

Constituyen un instrumento complementario para precisar y ajustar aspectos en ordenaciones urbanas que ya estén determinadas en figuras de planeamiento general, planes parciales o planes de reforma interior, como sería el caso de una alineación o rasante de una calle, o la ordenación de los volúmenes que pueden construirse en una parcela.

Sin embargo, es preciso advertir, que el principio de jerarquía normativa determina la nulidad de todo estudio de detalle que contradiga o se aparte del planeamiento superior o que contenga determinaciones no previstas en éste.

5. El Estudio Económico-Financiero.

3. Definición y características.

 Es uno de los documentos que ha de integrar a los Instrumentos de Planeamiento Urbanístico y presenta como función, junto con otras, la tarea de desarrollar las determinaciones que de los primeros se desprenden, dentro de su correspondiente ámbito. El ámbito que le corresponde al EEF es la evaluación económica de las determinaciones que se propongan en el Instrumento de Planeamiento correspondiente.

Intentando aportar una definición del EEF, podríamos decir que es la manera en que debe constar que el equipo redactor encargado de elaborar el instrumento de planeamiento correspondiente, ha realizado las evaluaciones y previsiones económicas necesarias para considerar viable el plan. 

Dicho de otra manera y en palabras del profesor D. Tomás-Ramón Fernández5, se puede definir como “la previsión de unos medios económicos, de unos cálculos realistas de costes y de financiación de los mismos, una medida de las propias posibilidades materiales de convertir en realidad lo planeado”. 
El programa de Actuación conjuntamente con el EEF, constituyen los componentes más económicos del PGOU, formando parte como decíamos anteriormente, de los documentos en que se debe plasmar el proyecto completo de un Plan General de Ordenación Urbana.

Como principales características, se puede destacar:

- Ha de prever la capacidad inversora del Ayuntamiento y los Organismos Supramunicipales, ya que la capacidad futura tanto de la Administración Local como de la Administración Autonómica y Central, muchas veces resulta incierta. 

- Debe responder al contenido que se desprende del Art. 42 del R.P.

- Evaluar los costes de las propuestas del PGOU.

- Aportar una viabilidad razonable de las propuestas que integran el Instrumento de Planeamiento. 

- Justificar económicamente las decisiones del Plan que impliquen una distribución de cargas y beneficios.

- Programar eficazmente las propuestas que se desprenden del PGOU.

4. Finalidad

Con el Estudio o Evaluación económica, lo que se intenta es garantizar que el planificador, tanto público como privado, haya tomado en consideración los costes y los recursos económicos disponibles a la hora de elegir una determinada ordenación territorial y que no ha optado por un modelo que posteriormente resulte irrealizable por razones económicas. Es por ello que el EEF debe indicar qué parte de la propuesta del programa de actuación puede financiarse en el horizonte temporal de dos cuatrienios y modificar, en su caso, la propuesta inicial para obtener el Programa de actuación definitivo6.

Desde este punto de vista, la doctrina jurisprudencial, lo que pretende, es evitar planificaciones ilusorias que determinan frecuentemente, bien la congelación urbanística de terrenos con fines meramente especulativos, bien la ejecución incompleta o deficiente del Plan, con grave perjuicio de los intereses generales y privados que resulten afectados por el mismo. De esta manera, se persigue evitar reducir elementales derechos de los administrados que, como consecuencia, produzcan indefensión de los particulares. 

En definitiva, la finalidad no es más que asegurar la viabilidad económica de la realización efectiva de las previsiones del Plan.

5. Problemática que presenta la elaboración del Estudio Económico Financiero.

El Estudio económico-financiero, como todo trabajo que se pretende elaborar, presenta ciertas dificultades para su redacción. Se puede afirmar que los principales inconvenientes que se han encontrado en su elaboración, básicamente se podrían resumir en los siguientes: 

1. El componente temporal, que dificulta en gran medida, la elaboración de este documento. Uno de los objetivos de éste, es como se sabe, establecer una garantía de la existencia de los recursos económicos para la ejecución del planeamiento. Pues bien, el estudio de los ingresos, con toda seguridad, se verán desfasados a lo largo de los años; así se requiere manejar, con gran cautela, supuestos de posibilidades inversoras del ayuntamiento.

2. Al hilo del punto anterior, resulta problemática, de igual manera, la determinación con antelación, de las aportaciones de la Administración Central y Autonómica.

3.La previsión lógica y ponderada del coste que representa la ejecución de las determinaciones que se desprenden del PGOU, dado que existen variables exógenas, que no se pueden controlar, como son la inestabilidad del nivel de precios ó mismo el alcance de los justiprecios, etc. 

4. También resulta un inconveniente que las Administraciones Autonómica, Central y Europea (Fondos estructurales y de cohesión), exijan con carácter previo a la concesión de una determinada subvención, la previsión en la ordenación urbanística, de la infraestructura o servicio para cuya ejecución se solicita la ayuda económica correspondiente, como garantía acreditativa de la efectiva realización de la obra en cuestión. 

Ello genera una dificultad añadida, dado que el EEF ha de contener una relación de las determinaciones que propone el PGOU con las correspondientes fuentes de financiación, y en el caso de ser asumida una actuación por un ente supramunicipal, se ha de establecer su previsión sin existir aún el compromiso firme por el Organismo correspondiente. 

5. Es un documento ex-post al planeamiento físico y al diseño del programa de actuación. Este programa, el suelo, las infraestructuras y el equipamiento, y toda suerte de actividad económica, se diseña, en muchas ocasiones, sin tener en cuenta la factibilidad económica de lo que se propone. 

6. Los problemas e inconvenientes que se plantean con las actuaciones de carácter atemporal, sin plazo determinado de finalización y que dependen de variables no previsibles que condicionan el crecimiento urbano.

Resulta interesante destacar, tras el desarrollo de este apartado, que al margen de la problemática que se manifiesta a raíz de la elaboración del EEF, hay que lamentar que no pocas veces la política de ordenación y gestión del suelo está marcada más por la necesidad de allegar recursos a las arcas municipales que por la creación de ciudad. Esta situación, se mantendrá en el tiempo, mientras no se aborde de una manera definitiva la financiación de las Entidades locales y éstas sigan presentando un déficit de recursos en relación con las competencias que prestan a los ciudadanos. 

6.  Control de la Discrecionalidad del Planeamiento.

El Plan General posee unas funciones que evidencian su profunda discrecionalidad, dado que en una ciudad son numerosísimas las soluciones posibles a plantear. Ello se observa en nuestra legislación y un ejemplo de ello lo constituye la obligación que mantiene el Reglamento de Planeamiento, en su artículo 38, de exigir a la memoria que analice las distintas alternativas posibles que se pueden llegar a formular. La elección, se ha de producir con diversos criterios extrajurídicos, como pueden resultar ser- arquitectónicos, artísticos, medioambientales, económicos, etc, lo que evidencia la clara discrecionalidad que se desprende del Planeamiento Urbanístico. 

De manera esquemática mencionaremos, como se ha de limitar la potestad discrecional que caracteriza al hecho de planificar. Siguiendo al profesor D. Javier Delgado Barrio7, existen claros límites de la discrecionalidad del planeamiento. Se han de citar, entre los límites genéricos aplicados a toda potestad discrecional, “los hechos determinantes, dado que toda potestad discrecional se apoya en una realidad de hecho que funciona como supuesto de hecho de la norma de cuya aplicación se trata”. Otra vía de control la constituyen los denominados Principios Generales del Derecho y por último, la ley que aporta elementos reglados que condicionan toda decisión administrativa.

 Además, con relación a la discrecionalidad del planeamiento, destacan límites específicos, como son, el carácter reglado de la licencia, la fuerza normativa de lo fáctico, los estándares urbanísticos, y algunos documentos de los planes, como son la Memoria y el Estudio económico-financiero.

Centrando el tema a tratar, se ha expuesto como la variable económica incide de forma importante en el planeamiento urbanístico. Como se decía anteriormente, forma parte de una de las condiciones que determinan la elección de las diversas soluciones a adoptar. Sin embargo, también se puede considerar como un factor relevante que limita la discrecionalidad de que dispone la Administración, para elegir una u otra ordenación urbanística. Desde esta perspectiva, la profesora Dª. Eva Desdentado8 considera las disponibilidades económicas como un factor relevante que limita la discrecionalidad de que dispone la Administración ó el planificador, para elegir una u otra ordenación urbanística, pues afirma que “no se debe optar por modelos territoriales que, atendiendo a los recursos existentes, resultan de imposible o muy difícil realización”.
La decisión planificadora ha de tomar en cuenta necesariamente los recursos económicos que del análisis del ámbito territorial correspondiente se desprende.

 A efectos prácticos e ilustrativos, resulta evidente que no se podría planificar, a priori, una ciudad como Vigo, con un importe de inversión municipal de 4 mil millones de pesetas en el año 2000, con otra ciudad como es Barcelona, con una inversión municipal en el mismo año, de 31 mil millones de pesetas9. Tanto por la posibilidad material de asumir el importe de una inversión de envergadura que determinase un modelo territorial determinado, como por su financiación en el tiempo, se puede llegar a afirmar que decisiones que resultan coherentes en el caso de Barcelona, fácilmente se pueden considerar desproporcionadas en el caso Vigo, por resultar su capacidad de actuación y los recursos económicos de la colectividad insuficientes. Hemos de recordar que la efectiva inexistencia de posibilidades económicas para proceder a la ejecución de un Plan, es causa de anulación de dicho Plan, pues lo verdaderamente importante es la viabilidad real de éste10. 

Para finalizar este apartado, se puede decir, que la discrecionalidad de la Administración en relación con el EEF se puede extender, también, al proceso de elección de las Fuentes de Financiación que habrán de utilizarse para la ejecución del Plan. El Tribunal Supremo ha expresado al respecto, que un Plan no puede declararse inviable económicamente por el hecho de que la interventora municipal hubiese informado negativamente el EEF, por considerar erróneo basar la financiación de la ejecución en una fuente determinada, dado que el EEF tiene un carácter de prognosis y de elección de medidas financieras que los tribunales han reconocido a la Administración y que éstos no pueden invadir. 

De lo expuesto en este apartado se desprende, por una parte, que la actividad planificadora lleva asociada una elevada discrecionalidad que la Administración posee, porque como afirma el profesor D. Tomás-Ramón Fernández, “la potestad de planeamiento es, por su propia esencia, una potestad ampliamente discrecional”11. Sin embargo, por su naturaleza, la discrecionalidad ha de encontrar límites que, de alguna manera, representen un auténtico control de su ejercicio. El EEF, por resultar ser un condicionante de las diversas decisiones que caracterizan a la actividad planificadora, resulta ser un instrumento que supone un límite específico de la discrecionalidad del Planeamiento.

6. La Legislación Urbanística en el Planeamiento General.

Una de las mayores complejidades que presenta hoy el derecho urbanístico español es la diversidad de fuentes. La Constitución española establece un sistema de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Así de conformidad con los artículos 148 y 149 de la CE, corresponde a las Comunidades Autónomas la competencia sobre urbanismo, habiendo de atender a la coexistencia con las que al Estado corresponden, según lo previsto en el Art. 149.1 de la CE. 

La sentencia del Tribunal Constitucional 61/97, de 20 de marzo, declaró la nulidad de las 2/3 partes de los preceptos contenidos en el TRLS92, por entender que el legislador estatal había vulnerado la Constitución al invadir atribuciones competenciales que se atribuían en exclusiva a las Comunidades Autónomas, a la vez que se recordaba que la cláusula de supletoriedad contenida en el Art. 149.3 in fine de la CE, al afirmar que no es una fuente atributiva de competencias estatales, por lo que el Estado no puede dictar legislación que tenga la exclusiva finalidad de actuar con carácter supletorio a la de las Comunidades Autónomas, ni tan sólo se encuentra legitimado para derogar el que constituía su propio derecho sobre una competencia atribuida posteriormente a las Comunidades Autónomas, derecho que ya no se encuentra a su disposición y que permanece como supletorio del que dicten o hayan dictado las Comunidades Autónomas.

La totalidad de las Comunidades Autónomas han asumido la competencia que así se les reconoce en la Constitución Española. Sin embargo, tras la mencionada sentencia, algunas aprobaron leyes que convertían en legislación autonómica las disposiciones del TRLS92, otras comunidades adoptaron como legislación propia sólo algunos de los aspectos del derogado TRLS92 y el resto tenían legislación propia en materia de Urbanismo. 

Acerca del último grupo de Comunidades, es preciso afirmar que no todas las que poseen legislación propia lo hacen con el mismo grado de desarrollo, pues mientras algunas presentan una legislación integral, otras sólo regulan algunos aspectos de la misma. El panorama legislativo descrito, hace a su vez necesario y justificado que se analice en este capítulo el TRLS76, así como el Reglamento de Planeamiento Urbanístico, en la medida en que constituyen derecho supletorio.

7. Análisis de la Legislación estatal.

1. Ley de 12 de Mayo de 1956, sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana.

Con ella nuestro país se une, tardíamente, al grupo de las naciones civilizadas, en su forma de enfocar el régimen legal del suelo. Las decisiones sobre el destino del suelo y su potencial transformación urbanística pasan a ser, desde entonces, propias de los poderes públicos y sujetas a un proceso de racionalización global del territorio denominado Plan.

  Resulta necesario anticipar su magnífica elaboración, aún si cabe por el periodo temporal en el que nace, opinión contrastada con el profesor D. José Luis González Berenguer12, que llega afirmar “tres hombres geniales dan a España una magnífica, para el momento, Ley del Suelo, surgida de la nada y contradictoria con el instante político en que nacía”.

Con respecto al contenido documental que ha de integrar el Planeamiento General, se establece en el Art. 9.2 que los Planes Generales se compondrán, entre otros, de “Estudio Económico-Financiero que justifique la ponderación entre el criterio de Planeamiento que se sustenta y las reales posibilidades económico-financieras del territorio y población”.

Con respecto a los Planes Parciales, se recoge en el apartado 2º del artículo 10, que “estarán integrados por los documentos, entre otros, de memoria justificativa de la ordenación, de las etapas para realizarla y de los medios económico-financieros disponibles y que deberán quedar afectos a la ejecución del Plan”.
2. Ley de 2 de Mayo de 1975, de reforma de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana. Texto Refundido aprobado por Real Decreto1346/1976, de 9 de Abril.

Como ya se indicó, la ley de 12 de Mayo de 1956 fue unánimemente elogiada. Sin embargo, la ley y el texto refundido que nos ocupa, no merecieron tan grandes elogios, principalmente porque se trató de una legislación que se encontraba mal enfocada, dado que centraba sus determinaciones en la expansión urbana, en un momento, el de su aplicación, que se vivía una intensa crisis económica a nivel Mundial. Se encuentra vigente en la actualidad, en buena parte, por su carácter de legislación supletoria.

 La ley y el Texto refundido, como es habitual, no entran en la descripción del contenido que ha de presentar el documento, pero si establecen las pautas que han de seguir. Con respecto a los Planes Generales, se contempla que han de contener, entre otras, las siguientes determinaciones de carácter general: el artículo 12.1 c), establece la necesidad de fijar una programación del desarrollo del Plan en dos etapas de cuatro años; del artículo 12.2 h), se desprende la obligación de contener una evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización. 

Asimismo, el artículo 12 en su apartado 3 e), en referencia a los documentos en los que se contemplarán las determinaciones del plan general, hace referencia al Estudio Económico Financiero.

Con respecto a los Planes Parciales, se ha de citar el artículo 13.2 g), que recoge la obligación de llevar a cabo una evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización. Asimismo, en el apartado h), se contempla la necesaria inclusión de un plan de etapas para la ejecución de las obras de urbanización y en su caso de la edificación.

Los Planes Especiales de Reforma Interior, han de contener como mínimo, los documentos que se exigen a los Planes Parciales, sin embargo se realiza una excepción, cuando alguno de los documentos fuere innecesario por no guardar relación con la reforma, artículo 23.2.
Respecto a la posibilidad de que los Estudios de Detalle contengan alguna determinación económica, analizando el artículo 14, no se refleja ninguna indicación que contemple la obligación de acompañar de un Estudio económico al contenido que integra a cualquier Estudio de Detalle.

En lo que respecta a los Proyectos de Urbanización, éstos han de contener, acorde a lo estipulado en el artículo 15, cuadro de precios, presupuesto y pliego de condiciones.

3. Reglamento de Planeamiento para el desarrollo y aplicación de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de Junio.

Como consecuencia de la Sentencia 61/1997, de 20 de Marzo de 1997, del Tribunal Constitucional, se declaran inconstitucionales y nulas aproximadamente las 2/3 partes del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio. De esta manera la Ley del Suelo (T.R) de 1976 y sus tres reglamentos de desarrollo asumieron, aún siendo preconstitucionales, la normativa de aplicación hasta la actuación legislativa de las Comunidades Autónomas.

La incorporación de esta referencia legislativa en este apartado, viene justificada como consecuencia de la asunción del carácter supletorio que asume el Reglamento de Planeamiento de 1978 tras la mencionada sentencia. Como es función básica de los reglamentos, los mismos deben desarrollar las determinaciones y especificaciones contenidas en la ley de referencia.

El Reglamento de Planeamiento de 1978, establece en su artículo 37, los documentos que habrán de desarrollar las determinaciones del Plan General. En el apartado 5º del citado precepto, se contempla el Estudio económico-financiero como uno de los documentos que habrá de contener todo Plan General.

El artículo 38, contempla la obligación de estudiar las distintas alternativas posibles mediante su examen y análisis ponderado, precepto que afectará al Estudio económico-financiero pese a que no exista una mención explicita en el mismo.

El contenido que debe tener el Estudio económico-financiero se recoge en el artículo 42. Resulta necesario, por su importancia, reproducir el precepto mencionado.

Artículo 42: El Estudio económico financiero del Plan General contendrá:

1. La evaluación económica de la ejecución de las obras de urbanización correspondientes a la estructura general y orgánica del territorio y a la implantación de los servicios, incluidos ambos en los programas cuatrienales correspondientes al suelo urbanizable programado. 
2. La misma evaluación referida a las actuaciones que, en su caso, se hayan programado para suelo urbano.

3.La determinación del carácter público y privado de las inversiones a realizar para la ejecución de las previsiones del Plan General, expresadas en los apartados anteriores, con suficiente especificación de las obras y servicios que se atribuyen al sector público y privado e indicación, en el primer caso, de los Organismos o Entidades públicas que asumen el importe de la inversión. 

(  El Plan ha de ser real y para que resulte satisfactoria su materialización se deben establecer las acciones que han de llevarse a cabo por la propia Administración actuante con la temporalidad necesaria para su eficacia y eficiencia, con esto se quiere decir que exista una programación y que se cuente con los medios viables para la obtención del fin perseguido. Con respecto al resto de los agentes que participan en la financiación, se hace necesario que se garanticen los compromisos afectados a la ejecución del Plan.

En cuanto a las Normas Complementarias y Subsidiarias del Planeamiento tienen su regulación en los siguientes artículos: el artículo 91 recoge el objeto de las Normas Subsidiarias. Los artículos 92 y 93 recogen las determinaciones que han de contener. Del artículo 97 se desprenden los documentos que han de integrar a las Normas Subsidiarias de ámbito municipal para el desarrollo de sus determinaciones.

(  Del contenido de los preceptos citados anteriormente no se desprende la obligación de incorporar el Estudio Económico-Financiero, ni como consecuencia, evaluación económica alguna de las determinaciones que subyacen de las Normas Subsidiarias de Planeamiento.

Esta situación ha generado una gran problemática, como se observará en el epígrafe 7.1.1. 

Sin embargo, del contenido del artículo 91 del R.P se desprende que atendiendo al objeto de las Normas Subsidiarias, se infiere que existen dos clases diferentes.

Según se establece en el artículo 71.5  TRLS de 1976, las determinaciones que han de contener las Normas Subsidiarias se compondrán de los documentos necesarios para justificar las determinaciones y extremos que comprendan y la función para la que se dicten y deberán redactarse con el grado de precisión adecuado a la clase de Plan al que complementen y de conformidad con los correspondientes preceptos de esta ley.

Como consecuencia y en relación con las argumentaciones anteriores, se puede llegar afirmar que según se desprende del artículo 97 del R.P no existe ninguna obligación de elaborar el Estudio Económico-Financiero.

Sin embargo, en base a lo postulado en el artículo 91 b) del R.P,  concluimos que existe, según éste, una clase de Norma Subsidiaria, que por su objeto y como consecuencia, por las determinaciones que ha de contener, posee un contenido más amplio que el previsto en el apartado a) de dicho texto. Siendo esto así, es evidente la necesidad de que contenga el Estudio Económico-Financiero capaz de llevar a cabo las previsiones que este tipo de instrumentos de planeamiento ha de presentar, como así se desprende del precepto reproducido anteriormente del TRLS de 1976, que recuerda que las Normas subsidiarias se compondrán de los documentos necesarios para justificar la función que cumplen. De todo ello se desprende, que la ausencia de toda previsión económico financiera hace que las normas subsidiarias contempladas en el artículo 91 b) del R.P no hayan sido acompañadas de la documentación legalmente exigida, como se infiere del artículo 71.5 del TRLS de 1976.

El Reglamento de Planeamiento de 1978, establece en su artículo 57, los documentos que habrán de desarrollar las determinaciones de los Planes Parciales. En el apartado 6º del citado precepto, se contempla el Estudio Económico-Financiero como uno de los documentos que habrá de contener todo Plan Parcial. En lo que se refiere a los Planes Especiales, del artículo 77.2 g) se desprende la necesidad de contemplar el EEF. El Art. 77.3 contempla que el contenido de la documentación para los PERIS presentará el mismo grado de precisión que para los Planes Parciales, salvo que alguno de los documentos de éste resulte innecesario por no guardar relación con la reforma.

Con respecto al Planeamiento de Desarrollo, y en referencia a los Planes Parciales, se observa que el artículo 45 h) del R.P coincide en exigir como determinaciones que ha de contener todo Plan Parcial, “la Evaluación Económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización”, así como en el apartado i),  contempla la incorporación de un Plan de Etapas para la ejecución de las obras de urbanización y, en su caso, de la edificación. 

Del artículo 55 se desprende la obligación de contemplar el coste aproximado de la ejecución de las obras de urbanización y la implantación de los servicios, señalando las diferencias que pudieran existir en función del momento en que hayan de implantarse unos y ejecutarse los otros, según lo previsto en el plan de etapas. Este artículo enumera  las obras y  servicios que como mínimo se han de contemplar para su cuantificación económica:

- Explanación, pavimentación, señalización y jardinería.

- Redes de abastecimiento de agua, riego e hidratantes contra incendios.

-  Red de Alcantarillado.

- Redes de distribución de energía eléctrica y alumbrado público.

- Otras redes o canalizaciones de servicios que prevea el Plan.

- Establecimiento de servicios públicos de transporte y recogida de basuras, si procede.

- Obras especiales, como pasos a distinto nivel, desviación de redes de servicio existentes y otras.

- Indemnizaciones procedentes por el derribo de construcciones, destrucción de plantaciones y otras obras e instalaciones que exija la ejecución del Plan.

Resulta necesario, a la altura del desarrollo de este apartado, centrar su contenido en dos aspectos con elevada trascendencia práctica y que así se apreciará en el análisis de la doctrina jurisprudencial: los Planes Parciales que se refieran a urbanizaciones de iniciativa particular  y los Planes en los que se haya optado para su ejecución, el sistema de expropiación.

Si el Plan se refiere a urbanizaciones de iniciativa particular, de acuerdo con lo regulado en el artículo 46 d), “el promotor deberá acreditar que cuenta con los medios económicos de toda índole para llevar a cabo la urbanización, indicando los recursos propios y las fuentes de financiación”.

 El TRLS de 1976 en el artículo 53 e), destaca también la necesidad de contemplar “las garantías del exacto cumplimiento de dicho compromiso, que resultará ser en relación porcentual del coste total de la implantación de los servicios y ejecución de obras de urbanización”.

Si para la ejecución del Plan Parcial se hubiera elegido el Sistema de expropiación, según se desprende del artículo 63.4 del R.P, el Estudio Económico-Financiero contendrá, “el cálculo estimativo del coste de expropiación puesto en relación con la etapa en que se haya de realizar”.

En referencia a los Planes Especiales, el contenido exigido vendrá condicionado por sus fines, dada la variedad existente de esta figura de planeamiento de desarrollo. Sin embargo, el contenido que ha de integrar a los Planes Especiales de Reforma Interior, presenta una regulación concreta en el artículo 77.3 del R.P, del que se desprende que “el contenido de la documentación de los Planes Especiales tendrá el grado de precisión adecuado a sus fines, y aquella será igual a la de los Planes Parciales cuando sean de Reforma Interior, salvo que alguno de los documentos de éste resulte innecesario por no guardar relación con la reforma”.   

(  De los preceptos que contemplan el contenido y las determinaciones de los Instrumentos de desarrollo se puede afirmar que existe la necesidad de elaborar un Estudio Económico-Financiero tanto en los Planes Parciales como en los Planes Especiales. El matiz surge en cuanto al contenido de cada uno de los documentos, como se desprende del artículo 77.3 del R.P, que al tener en cuenta los fines de cada instrumento, equipara en grado de exigencia únicamente a los Planes Especiales de Reforma Interior con los Planes Parciales.

En cuanto al nivel de exigencia de los Planes Parciales con respecto a los Planes Generales, resulta evidente que la concreción del contenido exigida a los Planes parciales es superior que lo contemplado para los Planes Generales, como así se desprende del análisis realizado de los preceptos 42 y 55 del R.P correspondientes con el nivel de exigencia referente al contenido que ha de contemplar el  Estudio Económico-Financiero, en los Planes Generales y en los Planes Parciales respectivamente. 
4. Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de Junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana.

Aunque el Texto Refundido de 1992 ha sido declarado en sus dos terceras partes del articulado como inconstitucional y nulo por la Sentencia 61/1997, de 20 de Marzo, del Tribunal Constitucional, como en el punto anterior se anticipaba, conviene incorporar en este apartado, la evolución cronológica de toda la normativa urbanística en España sobre la base de los preceptos que hacen referencia a los Estudios económico-financieros.

En el artículo 72, apartado 4º del mencionado Texto Refundido, se recoge que las determinaciones de los Planes Generales se desarrollarán en los siguientes documentos... F) Estudio Económico Financiero.

A este respecto, mediante Real Decreto 304/1993, de 26 de febrero, se aprobó la tabla de vigencias, entre otros, del Reglamento de Planeamiento de 1978, manteniendo en vigor todo el articulado de interés en materia económico financiera. Dada la intranquilidad que generaron, en su día, los recursos de inconstitucionalidad interpuestos al citado Texto Refundido, no se llegó a elaborar reglamento alguno por la inseguridad que se apreciaba. Conviene destacar para cumplir con el objetivo de este apartado, que en el marco del Texto Refundido de 1992 se incorpora como documento preceptivo el denominado Estudio Económico-Financiero.

(   Como se puede apreciar del análisis de los preceptos anteriores, las determinaciones que corresponden con el Estudio Económico-Financiero que recoge la ley del suelo de 1956, tienen un significado diferente respecto de la descripción que contiene la ley del suelo de 1976 y el Reglamento de Planeamiento de 1978. Se observa, en la primera ley, que existe una preocupación de que el Plan deje clara la viabilidad de lo que en él se determina, que se logrará conseguir, justificando que los deberes impuestos a los propietarios se corresponden con los beneficios que se van alcanzar con la patrimonialización del aprovechamiento.

 Sin embargo, el planteamiento de la posterior Ley y del Reglamento de Planeamiento, se centra en que el Plan justifique que se van a realizar las obras de infraestructuras y las dotaciones públicas, que son elementos estructurantes de la ordenación urbanística y qué agentes pueden llevar a cabo su financiación, a través de la formulación de las correspondientes fuentes de financiación, además de exigir el estudio de las distintas alternativas posibles, como bien se desprende del artículo 38 del R.P, pero no se contempla la exigencia de incorporar un estudio de los medios disponibles para la ejecución del Plan.

8. Análisis de la Legislación Autonómica.

Conviene recordar, antes de profundizar en el estudio de la legislación de las diferentes Comunidades Autónomas, que las Leyes del Suelo y Ordenación Urbana que han existido en el marco estatal, Ley de 12 de mayo de 1956, TRLS de 1976 y TRLS de 1992, recogían la obligatoriedad de incorporar un Estudio Económico-Financiero, como documento que había de integrar todo Plan General o instrumento de desarrollo, concretamente al Plan Parcial y a los Planes Especiales.  

Después de la Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo, que estableció de forma clara que la materia urbanística se reservaba a las Comunidades Autónomas que asumieran en sus respectivos estatutos dicha competencia, esta situación, nos obliga a elaborar un estudio en el que se exponga claramente y de forma esquemática, la exigencia y el contenido que se determina en cada una de las leyes autonómicas en relación al Estudio Económico-Financiero. 

La metodología a seguir para el desarrollo de este apartado resulta la siguiente: En primer lugar, se analiza la Ley 1/1997 de 24 de Marzo, del Suelo de Galicia, realizando un análisis comparativo con respecto a la nueva ley 9/2002, de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural y posteriormente se hará referencia a cada legislación autonómica por orden alfabético.

I. Ley 1/1997, de 24 de Marzo, del Suelo de Galicia / Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural de Galicia.

El primer texto legal autonómico que se ha optado para su análisis ha sido la Ley 1/1997, de 24 de marzo, del Suelo de Galicia, y la Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural de Galicia, recientemente aprobada, que sustituye a la primera. Esta prioridad no ha resultado ser aleatoria sino por el contrario, porque se considera que resulta necesario un análisis más detallado que el resto de legislaciones, en la medida que han establecido el marco de referencia para la elaboración del Estudio Económico-Financiero de Vigo. 

Se hace necesario iniciar este análisis comparado, anticipando una de las novedades que se contemplan en la actual ley. Es habitual que el Plan General de Ordenación Municipal resulte ser la figura de planeamiento general que fije las determinaciones generales para cada clase de suelo y establezca a su vez, la programación para ejecutar la estrategia de su desarrollo a medio y largo plazo.

 Con la actual ley, existe la posibilidad por parte del planificador, como se desprende de los Arts. 55.1 y 57.2, de llevar a cabo una ordenación detallada en suelo urbano no consolidado y en suelo urbanizable delimitado, de manera que no resulte necesario un planeamiento secundario en estos ámbitos, si previamente en el PGOU se ha llevado a cabo. Este cambio, afecta necesariamente a las determinaciones que se exigen al PGOU pero, especialmente, al contenido que ha integrar al correspondiente Estudio Económico-Financiero.

 Profundizando en el análisis de ambas legislaciones, en lo que respecta a la regulación del PGOU y en concreto a los documentos que debe contener, tanto la LSG 97 como la actual ley, contemplan la obligación de incorporar el “Programa de Actuación”, que pasa a denominarse con la actual ley “Estrategia de Actuación” y el Estudio Económico-Financiero, según se desprende del Art. 60 de la actual ley.

Con relación a la documentación que han de contener los planes generales, según se desprende del Art. 61.1 g), se contempla la elaboración de “la estrategia de actuación y estudio económico.” 

 Con relación a las determinaciones en Suelo Urbano, la LSG97 prevé que el PGOU contendrá una “Evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización”, como se recoge en el Art.11.1 h). En referencia con la actual ley, no se contempla esta obligación ni tanto en suelo urbano consolidado como en suelo urbano no consolidado con actuación detallada. 

Por otra parte, en la LSG97 no existe mención alguna de ningún tipo de evaluación económica en el Suelo Urbanizable Delimitado. 

En la actual Ley, hemos de recordar que se plantea la posibilidad de ordenar detalladamente, con el mismo contenido y determinaciones exigibles a un Plan Parcial, aquellos sectores de desarrollo urbanístico preferente, de manera que se puedan ejecutar sin necesidad de aprobar ninguna figura de desarrollo. Sin embargo, en estos casos, se exige que se garantice la ejecución del Plan a través de actuaciones públicas programadas o privadas concertadas con la Administración. 

En el apartado que corresponde a la programación de las actuaciones que se contempla desarrollar, es conveniente resaltar que si bien la LSG 97 se preocupa por obligar a detallar todas las actuaciones de Sistemas Generales que se lleven a cabo por iniciativa pública o el desarrollo de las previsiones del Plan por los Sistemas de Cooperación o Expropiación, artículo 15 de la LSG 97, la actual ley plantea que se habrá de contemplar la ejecución de todo Sistema General que resulte necesario para el desarrollo de las áreas de suelo urbano consolidado y urbanizable delimitado.

 Como novedad, se contempla en la ley actual, la obligación de determinar los ámbitos de actuación preferente tanto en suelo urbano no consolidado como en suelo urbanizable delimitado, en los que se fijarán plazos, al igual que las determinaciones de la ordenación detallada que no exista obligación de remisión al planeamiento de desarrollo.

En referencia al contenido que ha de presentar el Estudio Económico-Financiero, se recoge en la actual ley, en su Art. 60, las mismas directrices que figuraban en la LSG 97:

- El Plan General contendrá una evaluación del coste de ejecución de los Sistemas Generales y de las actuaciones previstas, con indicación del carácter público o privado de la iniciativa de financiación, justificando las previsiones que hayan de realizarse con recursos propios del Ayuntamiento.

- En el supuesto de que se atribuya la financiación a Administraciones o entidades públicas distintas del municipio, deberá acreditarse la conformidad con las mismas.

Las Normas Provinciales de Planeamiento son aquellas disposiciones que habrán de ser aplicadas en todo aquel municipio que carezca de Plan General de Ordenación Urbana. También encontrarán aplicación con carácter complementario, para suplir las indeterminaciones y lagunas del planeamiento municipal.  Entre los documentos que han de integrar estas normas se contempla, en ambos textos legales, cualquier documento que resulte procedente para el cumplimiento de sus determinaciones.

En relación al planeamiento de desarrollo, en la LSG97 los Planes Parciales resultan ser uno de los instrumentos que exigen, entre sus determinaciones, una Evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las obras de Urbanización. En la actual ley, esta exigencia parece ser más extensa, incluyendo en la evaluación, la conexión a los Sistemas Generales y en su caso su ampliación y refuerzo. Art. 64 l). En el mismo precepto, en el apartado j) se contempla la elaboración de un “Plan de etapas para el desarrollo de las determinaciones del plan, en el que se incluya la fijación de los plazos para dar cumplimiento a los deberes de los propietarios, entre ellos los de urbanización y edificación”.

 En cuanto a la documentación que se les exige, en la LSG97 si bien no se contempla la exigencia del EEF expresamente, es preciso apuntar que si se contempla esta exigencia en el RPU. En cambio en la actual ley se contempla que han de presentar una Evaluación económica de la implantación de los servicios y ejecución de las obras de urbanización, incluidas las conexiones con los sistemas generales existentes y su ampliación o refuerzo. Art. 65.

En la LSG97, para los Planes especiales, no se plantea la exigencia que contemplen evaluación económica alguna con respecto a sus determinaciones. No obstante, cabe recordar que si se recoge tal exigencia en el RPU. La actual ley, sin embargo, establece en el Art. 70.2, que los PERIS que se aprueben en suelo urbano no consolidado contendrán las determinaciones adecuadas para su finalidad e incluirán, como mínimo, las determinaciones y documentación propias de los planes parciales.

Con relación a los Estudios de Detalle, cabe afirmar que no se contempla la necesidad de que contengan evaluación económica alguna en ninguna de las dos legislaciones.

Los proyectos de Urbanización, en virtud de su función, se exige en la LSG97 que contengan un Cuadro de Precios y Presupuesto. Con respecto a la actual ley, el Proyecto de Urbanización modifica su tradicional situación en el planeamiento para integrar las previsiones de su ejecución. De igual manera, se exige el correspondiente Cuadro de Precios y Presupuesto. Art. 110.3.

II. Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía.

Antes de iniciar el análisis de la recién estrenada ley de Andalucía, es conveniente recordar que Andalucía ha tenido en vigor, durante estos últimos años, la Ley 17/1997, de 18 de Junio, que adoptaba con carácter urgente y transitorio disposiciones en materia de Suelo y Ordenación Urbana en Andalucía.

Se aprobó como Ley de la Comunidad Autónoma de Andalucía, que básicamente recuperaba como texto legislativo propio, la parte anulada del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio. 

Hecho este inciso, podemos iniciar este apartado, observando que el contenido de la actual ley con relación al EEF como documento integrante de los instrumentos de planeamiento, se manifiesta en el Art. 19. 

En este precepto, se contemplan los documentos que han de integrar a los instrumentos de planeamiento urbanístico. De esta manera, en su punto 1, apartado A,  regla 3ª, se establece entre la documentación preceptiva, el EEF. La regulación de la documentación se realiza de forma generalizada, por tanto, del texto se entiende, que no resulta necesaria su presencia en todos los instrumentos; “En función del alcance y la naturaleza de las determinaciones del instrumento de planeamiento sobre previsiones de programación y gestión, contendrá un Estudio económico-financiero que incluirá una evaluación analítica de las posibles implicaciones del Plan, en función de los agentes inversores previstos y de la lógica secuencial establecida para su desarrollo y ejecución.” 

Resulta curioso, en relación con otras legislaciones autonómicas, que en el mismo precepto, en la regla 5ª, se exija únicamente a los planes de iniciativa particular, contener una fundamentación de su viabilidad técnica y económica. 

En el Art.10, se desarrollan las determinaciones que se han de contemplar en los Planes Generales. En su punto 2, apartado f), se contempla que se han de contener “las previsiones de programación y gestión de la ejecución de la ordenación regulada en este apartado”.

En el Art. 11, se contempla como instrumento de planeamiento, los Planes de Ordenación Intermunicipal, que tienen por objeto establecer la ordenación de áreas concretas, integradas por terrenos situados en dos o más términos municipales colindantes, que deban ser objeto de una actuación urbanística unitaria. Con respecto a sus determinaciones, se le exigen las mismas que a los Planes Generales.

Los Planes de Sectorización, se encuentran previstos en el Art.12. Tienen por objeto el cambio de categoría de terrenos de suelo urbanizable no sectorizado a suelo urbanizable sectorizado u ordenado. En relación al objeto de este estudio, se contempla en el apartado 3, b), que se ha de tener en cuenta “la viabilidad de la transformación de los terrenos según su adecuación al modelo de crecimiento urbano y de las condiciones y previsiones para proceder a la sectorización”.

Los Planes Parciales de Ordenación contemplados en el Art.13 ofrecen mayor claridad, sobre la base de recoger sus determinaciones, que con respecto a los anteriores instrumentos de planeamiento. De esta manera, el punto 3 del precepto citado anteriormente, recoge claramente en el apartado c) que se ha de contener “el señalamiento, en el correspondiente plan de etapas, de las condiciones objetivas y funcionales que ordenen la eventual secuencia de la puesta en servicio de cada una de ellas”. Lo mismo ocurre con el apartado f) en el que se exige una “evaluación económica de la ejecución de las obras de urbanización y, en su caso, de las dotaciones”.

En cuanto a los Planes Especiales, en el Art. 14.4 se contempla, con relación a las determinaciones y documentos que los integran, que han de presentar “el contenido necesario y adecuado a su objeto y deberán redactarse con el mismo grado de desarrollo, en cuanto a documentación y determinaciones, que los instrumentos de planeamiento que complementen o modifiquen.”

Con relación al tema de estudio, resulta interesante contemplar el Art. 42 referido a las Actuaciones de interés público en terrenos con el régimen de suelo no urbanizable. Resulta necesaria la aprobación de un Plan Especial o un Proyecto de Actuación para llevar a cabo cualquier actividad que se recoja en el apartado 1º. Entre las determinaciones que han de contener éstos últimos, destaca la exigencia que se desprende del anterior precepto, punto 5, apartado C, b) de justificar la “viabilidad económico-financiera y plazo de duración de la cualificación urbanística de los terrenos, legitimadora de la actividad”.

III. Ley 5/1999, de 25 de Marzo. Normas Reguladoras de la Actividad Urbanística en Aragón.

En esta ley, en el Art. 40, se contempla como documentación necesaria para las determinaciones del Plan General, el Estudio Económico-Financiero. En los Arts. 35 y 37, se recoge la obligación de fijar condiciones, plazos y prioridades para la urbanización de los diferentes sectores, en suelo urbano no consolidado y suelo urbanizable delimitado. 

El Art. 45 exige como una de las determinaciones que contendrá el Plan Parcial, “la evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización”. En relación a la documentación que ha de contener, se exige entre otros, el Plan de etapas y la evaluación de los costes de urbanización y de implantación de servicios.   

En esta ley, se contempla, en el Art. 52, que los Planes Parciales de iniciativa particular habrán de contener además de las determinaciones que se exigen a los Planes Parciales de iniciativa pública, “los Compromisos que se hubieren de contraer entre el promotor y el Ayuntamiento y entre aquél y los futuros propietarios de solares y los medios económicos de toda índole con que cuente el promotor para llevar a cabo la actuación”. En relación a los PERIS, en los Arts.54.2 y 58 se contempla como determinaciones y documentos que lo han de integrar, como mínimo los que se prevean para los Planes Parciales, salvo que no fuese alguno necesario por no guardar relación con el objeto del Plan especial.  

Con relación a los Estudios de Detalle, se desprende del Art. 60 su objeto, que es “el adaptar determinaciones establecidas en el PGOU, Planes Parciales y Planes Especiales”. En relación a la documentación, no se establece una lista cerrada ni por tanto se exige ninguna evaluación económica de forma implícita, sino que la exigencia resulta genérica, “los Estudios de Detalle incluirán los documentos justificativos de los extremos sobre los que versen”. 

En relación a la documentación que han de contener los Proyectos de Urbanización, el Art. 97.3 contempla la elaboración de un Cuadro de precios y el correspondiente Presupuesto.

IV. Ley del Principado de Asturias 3/2002, de 19 de Abril, de régimen del suelo y ordenación urbanística.

En los Planes Generales, se establece en el Art. 47 las determinaciones que han de contener. Entre otras, se contempla en el apartado j) la necesidad de recoger potestativamente,“una programación en dos etapas de cuatro años del desarrollo del plan, o modalidad equivalente alternativa, en orden a coordinar las actuaciones e inversiones públicas y privadas, y de acuerdo con los planes y programas de las diferentes administraciones”. En el Art. 48 h), en referencia a las determinaciones en suelo urbano, se ha de contener una “Evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización”.

En esta ley, se establece en el Art. 52, unas determinaciones en caso de contemplarse el establecimiento de uso industrial, y entre ellas, se prevé “un estudio de viabilidad económica del mantenimiento y prestación de servicios...” 

Con relación a la documentación que ha de presentar el PGOU, figura en el Art. 53.d) la exigencia de un “Estudio Económico-Financiero, que contendrá la evaluación del coste de ejecución de las dotaciones urbanísticas públicas al servicio y de las actuaciones públicas...” En el apartado e), figura a su vez, la exigencia de un Programa de Actuación.

Los planes Parciales han de contener como documentación, según se desprende del Art. 54.5, “un plan de etapas y una evaluación de los costes de urbanización y de la implantación de servicios”. En cuanto a los planes de iniciativa particular, según se recoge en el Art. 69 f), han de presentar “los medios económicos de toda índole con que, de manera fehaciente, cuenten el promotor o promotores para llevar a cabo la actuación.”

Con relación a los Planes Especiales, del Art. 55 se desprende que han de contener las determinaciones con el mismo grado de detalle que los instrumentos de planeamiento que desarrollen, complementen, sustituyan o excepcionalmente, modifiquen.

La documentación que integrará a los Estudios de Detalle, según el Art. 58, ha de ser la que resulte necesaria para el desarrollo de sus determinaciones.

Los proyectos de Urbanización, contendrán un Cuadro de precios y un Presupuesto, según se estipula en el Art. 106.4.

V. Anteproyecto de ley reguladora de la ordenación urbanística en las Islas Baleares.

La aprobación de esta ley, supondrá el desplazamiento de la legislación estatal urbanística en vigor; para su aplicación, exclusivamente, con carácter de derecho supletorio. La regulación que pretende se ha de coordinar con la que corresponde a la ordenación del territorio, actualmente regulada por la Ley 14/2001, de 21 de Diciembre.

La vocación de regulación completa del urbanismo de esta ley, asegura una importante simplificación del panorama legislativo, como consecuencia de la sustitución y consecuente derogación en bloque, de cinco leyes del Parlamento de las Islas Baleares.

Podemos adelantar el contenido de este anteproyecto, de forma esquemática y con gran cautela, por los posibles cambios que se puedan producir.

En relación a los PGOU, en el Art. 58.2, se contempla para suelo urbano, “si procede, su programación, en todo o en parte”.

En el Art. 59.2 g), se establece, para los planes Parciales, “una evaluación económica de la ejecución de las obras de urbanización y, en su caso, de las dotaciones”.

En cuanto a los planes especiales, el Art.60 se limita afirmar que los planes especiales “contendrán las determinaciones precisas para el cumplimiento eficaz de su función.”

En referencia a los Estudios de detalle, del Art. 61 no se desprende ninguna información con respecto a la documentación que han de presentar.

La documentación que han de contener los distintos instrumentos de planeamiento urbanístico, se regula de forma genérica en el Art. 64. Así, entre otros, en la regla 3ª se exige que “cuando se prevean inversiones públicas y privadas, deberán incluir una evaluación analítica de las posibles implicaciones económicas y financieras en función de los agentes inversores previstos y de la lógica secuencial establecida para su ejecución y puesta en servicio.”  

Con relación a la documentación que ha de contener el proyecto de urbanización, del Art.114.2 se desprende la necesidad de incorporar un cuadro de precios y un presupuesto.

VI. Decreto legislativo 1/2000, de 8 de Mayo. Aprueba el texto refundido de las leyes de Ordenación del Territorio y de Espacios Naturales protegidos en las Islas Canarias.

En la legislación urbanística vigente en la actualidad en Canarias resalta, a diferencia de otras legislaciones autonómicas analizadas, la ausencia entre sus preceptos de una regulación acerca de las determinaciones y los documentos que han de contener los distintos instrumentos de planeamiento urbanístico.

Cabe citar, el Art. 31.3, que establece que reglamentariamente se desarrollarán las determinaciones y el contenido documental de los instrumentos de planeamiento.

En el Art. 41.3.b), se contempla la necesidad de incluir entre la documentación del Proyecto de Urbanización, un cuadro de precios y un presupuesto y pliego de condiciones de las obras.

VII. Ley 2/2001, de 25 de Junio. Texto de la Ley de Ordenación del Territorio y Régimen Urbanístico del suelo en Cantabria.

Los Planes Generales han de contener los documentos necesarios para desarrollar sus determinaciones. En el Art. 52 se contempla el Estudio económico-financiero, y se recoge que “incluirá un cálculo realista de los costes que implicará la ejecución del Plan y de los medios financieros disponibles o previsibles para ello”. Además, en el punto 3 del mismo precepto, se expresa, con relación al grado de detalle de los documentos que han de integrar el PGOU, que “será el necesario para justificar las determinaciones del Plan”.

En relación con la documentación, se exige en el Art. 56, entre otros documentos, “el Plan de etapas y la evaluación de los costes de urbanización y de implantación de los servicios”. 

Con relación a los Planes Parciales de iniciativa particular, se habrá de contemplar, además de los documentos que se exigen a los de iniciativa pública, los siguientes: “Estudio económico-financiero y una fianza o aval equivalente al 2% del coste real y efectivo de la inversión prevista en el EEF, en garantía de la prosecución y mantenimiento de la iniciativa emprendida”. Art. 58.1 d), e).

En el Art. 60.1 se contempla, en referencia a los Planes especiales, la necesidad de incluir en éstos un Estudio económico que concrete las fuentes de financiación previsibles para ejecutar las actuaciones previstas, incluidas las indemnizaciones que procedan.

Los Estudios de Detalle no han de contener unos documentos concretos, el Art. 61 contempla al respecto que “se incluirán los documentos justificativos de los extremos sobre los que versen”.

El Art.63.3 exige que los Proyectos de Urbanización contengan un cuadro de precios y un presupuesto.

VIII. Ley 5/1999, de 8 de Abril. Normas reguladoras de Urbanismo de Castilla y León. / Propuesta del Decreto que aprobará el futuro Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

Los instrumentos de planeamiento urbanístico que se contemplan en esta ley son los siguientes: los Planes Generales de Ordenación Urbana, las Normas Urbanísticas Municipales, los Estudios de Detalle, los Planes Parciales y los Planes Especiales.

Resulta llamativo, al margen del análisis que nos ocupa, que en esta ley se dote a los Estudios de Detalle de mayor capacidad de actuación que en el resto de legislaciones autonómicas analizadas.

Con relación a la documentación que ha de integrar a los instrumentos de planeamiento urbanístico, el Art. 51 no contempla la exigencia de determinados documentos y simplemente se exige que “contendrán los documentos necesarios para reflejar adecuadamente sus determinaciones, que se especificarán reglamentariamente”. 

El proyecto de Urbanización se contempla en el Art. 95. En relación a la documentación que ha de contener, no se hace alusión alguna. Se regula su objeto, “definir técnica y económicamente las obras necesarias para la ejecución material de las determinaciones del planeamiento urbanístico”.  

Después de analizar el texto legal vigente en materia de Urbanismo, podemos adelantar, de forma esquemática y con gran cautela por los posibles cambios que se puedan producir, la regulación que se recoge en la propuesta de Decreto por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

 En relación a los Planes Generales, la documentación que ha de contener se encuentra regulada en el Art.51 a). En él se exige la presencia como mínimo de varios documentos, entre otros, de un Programa de Actuación sin mencionar, como documento necesario, el Estudio económico-financiero. Sin embargo, cabe matizar que en este precepto, se exige a los planes generales contener todos los documentos necesarios para reflejar adecuadamente todas sus determinaciones de ordenación general y de ordenación detallada.

En cuanto a los instrumentos de desarrollo, a los Estudios de Detalle parece que se les dota de mayor margen de actuación que en otras legislaciones autonómicas, como se desprende del Art. 45 a). En relación a la documentación que deben contemplar los Estudios de Detalle, según se refleja en el Art. 51i),“los Estudios de Detalle deben contener los documentos necesarios para reflejar adecuadamente sus determinaciones”. Entre la documentación que debe figurar en suelo urbano no consolidado sin ordenación detallada, figura el Programa de actuación, documento independiente donde deben recogerse las determinaciones del Estudio de Detalle sobre programación, priorización y en su caso división en etapas de sus objetivos y propuestas.

En relación con los planes parciales, el Art. 51 K), regula la documentación que han de contener. Lo hace de forma genérica, como se desprende de la exigencia de que “los Planes Parciales deben contener todos los documentos necesarios para reflejar adecuadamente sus determinaciones, según las diferentes posibilidades señaladas en los artículos anteriores. Sin embargo, en los Arts. 51 l) y   51 m), se regula la documentación que se ha de exigir en suelo urbanizable delimitado sin ordenación detallada y en suelo urbanizable no delimitado respectivamente. En ambos, se exige la presencia del “programa de actuación, en el que se han de recoger las determinaciones del plan parcial sobre programación, priorización, y en su caso división en etapas de sus objetivos y propuestas”.

En relación con los planes especiales, se contempla que han de contener la documentación y las determinaciones más adecuadas a su finalidad específica, según se desprende de los Arts. 47 c) y    48 a). Sin embargo, a los PERIS se les exige de igual forma los documentos más adecuados con su finalidad, pero adicionalmente se contempla que han de contener “en todo caso, un estudio de las consecuencias sociales y económicas de su ejecución, justificando la existencia de medios necesarios para llevarla a efecto...”

IX. Ley 2/1998, de 4 de Junio. Regula la Ordenación del Territorio y la utilización del suelo para su aprovechamiento urbanístico en Castilla-La Mancha.

En esta ley, se contempla en el Art. 19 una figura de planeamiento, que toma como nombre Proyectos de Singular Interés. Son proyectos que ordenan y diseñan, con carácter básico y para su inmediata ejecución, las obras a que se refieran, pudiendo comprender terrenos situados en uno o varios términos municipales y desarrollarse en cualquier clase de suelo.

Sus determinaciones vienen recogidas en el Art. 20, y se contempla en el apartado 1º, g) “un Estudio Económico-financiero justificativo de la viabilidad del proyecto, con indicación de la consignación de partida suficiente en el capítulo de gasto del presupuesto correspondiente al primer año de ejecución en el caso de promoción pública, así como, en todo caso, de los medios propios y ajenos a la disposición de la entidad o persona responsable de dicha ejecución para hacer frente al coste total”.

En esta ley, el Art. 30 se centra en abordar cual ha de ser la documentación que deberán incorporar los diferentes planes. Se deduce del texto que las exigencias establecidas en este precepto, se establecen de forma genérica para todos ellos. De esta manera, se fijan unas reglas mínimas. Se ha de prestar un mayor interés a la regla 5ª, que recoge lo que sigue: “los Planes que prevean inversiones públicas y privadas para su ejecución, deberán incluir una evaluación analítica de las posibles implicaciones económicas y financieras en función de los agentes inversores previstos y de la lógica secuencial establecida para su ejecución y puesta en servicio”.

En relación a los Proyectos de Urbanización, se desprende del Art.111.2 la necesidad de contener un cuadro de precios y el correspondiente presupuesto. 

X. Ley 2/2002, de 14 de Marzo, de Urbanismo de la Comunidad Autónoma de Cataluña.

Se establece en su Art.59 que los Planes de Ordenación urbanística municipal se formalizarán mediante los siguientes documentos, entre otros, e) la agenda y la evaluación económica y financiera de las actuaciones a desarrollar.

 Los planes parciales, según recoge el Art. 66, se componen formalmente de los siguientes documentos, entre otros, d) la evaluación económica de la promoción y el estudio y la justificación de su viabilidad, y e) el presupuesto de las obras y servicios y el plan de etapas de unas y otras.  

En contraste, podemos incorporar un breve análisis del Decreto legislativo 1/1990, de 12 de Julio. Aprueba el texto refundido de legislación vigente en materia de urbanismo en Cataluña.

Los Planes Generales han de contener las determinaciones que se recogen en el Art. 23, entre otras, la que se recoge especialmente en el apartado c) “ Programación en dos etapas de cuatro años el desarrollo del plan en orden a coordinar las actuaciones e inversiones públicas y privadas, y de acuerdo con los planes y programas de los diferentes departamentos”.

En relación con las determinaciones que se han de contener en suelo urbano, en el mismo precepto, en el punto 2º, apartado h) se recoge la necesidad de efectuar una “Evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización”. 

Entre los documentos que han de presentar los Planes Generales, se desprende del Art.23.3 que se contendrá un Programa de Actuación y un Estudio Económico y Financiero.

Los Planes Parciales de Ordenación, presentarán las determinaciones que se recogen en el Art. 25. A efectos de nuestro análisis, destacan las exigencias contenidas en el punto 2º, apartados d) “Evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización” y e) Plan de etapas para la ejecución de las obras de Urbanización y si fuera preciso de edificación”.

La documentación que ha de formar parte de los Planes Parciales, se recoge en el mismo precepto 25, sin hacer mención implícita al EEF. Sin embargo, del análisis del texto, se puede deducir que el EEF se incluye dentro de la exigencia que se refiere a los planes Parciales,  “comprenderán los estudios justificativos de sus determinaciones.” 

  Los Estudios de Detalle, según el Art.26.5, “comprenderán los documentos justificativos del señalamiento de alineaciones y rasantes y/o la ordenación de los volúmenes de acuerdo con las especificaciones del plan. Por tanto, se puede decir que queda abierta la posibilidad de contemplar una evaluación económica de las actuaciones, si así se justifica.  

Los Proyectos de urbanización han de contener un Cuadro de Precios y un Presupuesto, según se desprende del Art. 27.3.

XI. Regulación en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Ciudad de Ceuta.

Como consecuencia de carecer de una ley propia que regule la Ordenación del Territorio y  Urbanismo, la ciudad autónoma de Ceuta se rige, en materia urbanística, por el Texto Refundido de la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por el Real Decreto 1346/1976, de 9 de Abril y el Reglamento de Planeamiento Urbanístico, aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de Junio, ambos analizados en el capítulo anterior.

XII. Ley 15/2001, de 14 de Diciembre, del Suelo y Ordenación territorial de Extremadura.

El Art. 75 establece que la documentación de los diferentes planes de ordenación urbanística deberá respetar unas reglas mínimas. Desprende especial interés, la regla 4ª, en la que se afirma que “los Planes que prevean inversiones públicas y privadas para su ejecución, deberán incluir una evaluación analítica de las posibles implicaciones económicas y financieras en función de los agentes inversores previstos y de la lógica secuencial establecida para su ejecución y puesta en servicio.  

XIII. Ley 9/2001, de 17 de Julio. Suelo de la Comunidad de Madrid.

La documentación que formaliza el contenido de los PGOU se establece en el Art. 43. En el apartado b) se contempla como documento a incorporar, un Estudio de viabilidad. Se ha de incorporar en éste, “la justificación de la sostenibilidad del modelo de utilización del territorio y desarrollo urbano adoptado, así como su viabilidad en función de las capacidades de iniciativa y gestión y las posibilidades económicas y financieras, públicas y privadas, en el término municipal”.

En esta ley, en el Art. 46 se exige, de igual manera, un Estudio de viabilidad como documento a integrar los denominados en esta legislación, Planes de Sectorización, que son instrumentos mediante los cuales se establecen las determinaciones estructurantes de la ordenación urbanística necesarias para valorar la procedencia de acometer la transformación urbanizadora de terrenos clasificados como suelo urbanizable no sectorizado.

Conviene destacar de esta ley, en relación con los Planes Parciales, la no exigencia, al menos así se despende del Art. 49, de contener entre la documentación, tanto un plan de etapas como una evaluación de los costes de urbanización y de implantación de los servicios, como así se exige en el resto de legislaciones autonómicas. En cambio, se exige como documentación, en el apartado D) “ La organización y gestión de la ejecución”.Esta expresión se puede relacionar con la viabilidad técnica y económica de la operación. Sin embargo, si así fuese, el legislador debería haber expresado los contenidos y conceptos con mayor claridad para el mayor entendimiento de los preceptos.   

Respecto a los Planes especiales, según se desprende del Art. 52, ni existe una lista de los documentos ni se remite al contenido mínimo que han de presentar en relación con los Planes Parciales, como así se desprende de otras legislaciones. En cambio, contempla que los documentos han de ser los adecuados para lograr los fines concretos del propio Plan Especial.

Del Art. 54, se desprende que los Estudios de Detalle no han de contener una relación de documentos determinada y se integrará por los que resulten adecuados a su objeto.

El Art. 97.4 contempla que las obras de urbanización correspondientes a cada actuación, se definirán detalladamente y se valorarán económicamente en el correspondiente Proyecto de Urbanización. 

XIV. Regulación en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Ciudad de Melilla.

Como consecuencia de carecer de una ley propia que regule la Ordenación del Territorio y  Urbanismo, la ciudad autónoma de Melilla se rige, en materia urbanística, por el Texto Refundido de la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por el Real Decreto 1346/1976, de 9 de Abril y el Reglamento de Planeamiento Urbanístico, aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de Junio, ambos analizados en el capítulo anterior.

XV. Ley 1/2001, de 24 de abril. Suelo de la Región de Murcia.

En referencia a la documentación que ha de integrar a los distintos instrumentos, se puede observar que el capítulo II, título IV, de la ley se hace referencia a este punto.

 Los documentos que han de formar parte del PGOU, se determinan en el Art. 121, y entre otros se hace alusión a incluir un Estudio Económico-Financiero y una evaluación económica de las inversiones públicas que se comprometan para la ejecución de sus determinaciones. 

Entre las determinaciones que se exigen en suelo urbano en los Planes Generales, en el Art. 99 se contempla “una evaluación económica de la implantación de los servicios, actuaciones aisladas y ejecución de las obras de urbanización a desarrollar por iniciativa pública”.  

Del Art. 106 se desprende que entre las determinaciones que han de contener los Planes Parciales, figura una “evaluación económica estimativa de la ejecución de las obras de urbanización y de la implantación de los equipamientos y servicios, debiendo contener un análisis económico-financiero de sus costes para justificar su viabilidad”.

 Los Planes Parciales, según se desprende del Art. 123, incluirán un “Estudio Económico, que contendrá la cuantificación del coste de ejecución de las obras de urbanización y servicios, así como de las dotaciones cuya ejecución corresponda al promotor del Plan”. Se exige de igual manera, que se incluya en la valoración, de forma separada, los costes de conexión con las infraestructuras generales o las de ampliación y refuerzo requeridas por la dimensión y características del Sector. 

Asimismo, los Planes Parciales de iniciativa particular, han de incorporar como documento independiente, el Programa de Actuación, que encuentra su regulación en el capítulo 3, del título V de esta ley.

El contenido que ha de reunir, a efectos económicos, el Programa de Actuación es el que se desprende del Art.172 d) que contempla los plazos para la ejecución de la actuación, e) garantías que aseguren la ejecución de la actuación, y f) compromiso de prestación de aval o fianza por el urbanizador, en cuantía del 10 por 100 de los gastos de urbanización previstos.

Los Planes Especiales, según el Art. 110, contendrán las determinaciones con el grado de precisión que corresponde a los Planes Parciales. En el Art. 124 se citan los documentos que han de integrar a los Planes Especiales. Entre otros, en el apartado g) del precepto anterior, se contempla la necesidad de elaborar un Estudio Económico.

Con relación a los Proyectos de Urbanización, en el Art. 159 se contienen los documentos que lo han de integrar, entre los que se encuentran un cuadro de precios y el Presupuesto.

XVI. Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de Navarra.

Se contempla como novedad, con respecto al planeamiento general, diversas clases de planes generales atendiendo básicamente a la población de los municipios. Los planes generales de municipios de más de tres mil habitantes, contendrán como documentación, según se desprende del Art. 56.5 e) “Programa de desarrollo y ejecución del Plan General Municipal” y f) “Estudio económico y financiero, en el que se concrete la viabilidad económica de las propuestas que se realicen”. 

En el Art.57 se regulan los planes generales de población igual o inferior a tres mil habitantes. De este precepto se desprende que la documentación que compondrán a estos planes, se regulará reglamentariamente. 

El Art.58 contempla los planes generales simplificados de municipios con población inferior a quinientos habitantes. Igual que el anterior, se deja a cargo de la actividad reglamentaria el alcance de sus determinaciones y documentación.

Los planes de Sectorización, regulados en el Art.59, son los instrumentos mediante los que se completan las determinaciones estructurantes de ordenación urbanística establecidas en el correspondiente Plan General Municipal, de modo que terrenos de suelo urbanizable no sectorizado adquieran el carácter de suelo urbanizable sectorizado. En el apartado 5º del anterior precepto, se contemplan los documentos que desarrollarán las determinaciones de estos planes. Destaca la exigencia, en el punto g), de un “Estudio económico-financiero en el que se concrete la viabilidad económica de las propuestas que se realicen”.

En el Art.60.5, se determina que los Planes Parciales presentarán como documentación, entre otros documentos, un Estudio económico-financiero.

Los Planes especiales encuentran su regulación en el Art.61. Entre sus determinaciones, no se encuentra ninguna vinculación con el EEF. Con respecto a la documentación que han de contener, se deja que se defina reglamentariamente. 

En relación a la documentación de los Estudios de Detalle, en el Art.62.3, se recoge que “comprenderán los documentos adecuados para justificar y establecer con precisión las determinaciones que sean su objeto”.

Los Proyectos de Urbanización deben contener, según el Art.134.3, un cuadro de precios y un Presupuesto. 

XVII. Regulación en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo del País Vasco.

Como consecuencia de carecer de una ley propia que regule la Ordenación del Territorio y  Urbanismo, el País Vasco se rige, en materia urbanística, por el Texto Refundido de la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por el Real Decreto 1346/1976, de 9 de Abril y el Reglamento de Planeamiento Urbanístico, aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de Junio, ambos analizados en el capítulo anterior.

XVIII. Ley 10/1998, de 2 de Julio. Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja.

En esta ley se incorporan, en el Art. 42, los denominados Proyectos de Interés Supramunicipal. Tienen por objeto regular la implantación territorial de las infraestructuras, dotaciones e instalaciones de interés social o utilidad pública que se asienten sobre más de un término municipal o que, asentándose en un término municipal, su incidencia trascienda al mismo por su magnitud, importancia o especiales características. En referencia al contenido mínimo que deben presentar, el Art. 45.1 f) contempla la exigencia de contener un “ Estudio económico y financiero justificativo de la viabilidad del proyecto, así como de los medios con que cuente el promotor del proyecto para hacer frente del coste de ejecución del mismo, indicando los recursos propios y las fuentes de financiación.”

Las actuaciones de iniciativa particular, han de contener además, como figura en el apartado 3º del mismo precepto,“los compromisos del promotor para el cumplimiento de las obligaciones que se deriven del proyecto, que será obligatorio garantizar”. Asimismo, se exigirán las garantías que, en su caso, se presten y se constituyan para asegurar el cumplimiento de las obligaciones establecidas. Del análisis de las determinaciones que se desprenden del Planeamiento General, según el Art. 57, para el suelo urbano consolidado se exige, en el apartado h), “una evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización”.

Las determinaciones del PGOU se desarrollarán en los documentos que figuran en el Art. 66, cobrando mayor interés, el recogido en el apartado f), el Estudio Económico y Financiero.   

Los Planes Parciales han de contener las determinaciones que figuran en el Art. 73. No obstante, cobra mayor interés, el que se contempla en los apartados i), “Evaluación económica estimativa de la implantación de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización”, y j) “Plan de etapas para el desarrollo de las determinaciones del plan en el que se incluya la fijación de los plazos para dar cumplimiento a los deberes de cesión y urbanización en las unidades de ejecución que comprenda el sector”. En cuanto a los planes de iniciativa particular, el Art.84.2 g), establece la necesidad de contener entre su documentación “los medios económicos de toda índole con que cuente el promotor o promotores para llevar a cabo la actuación”.

Con relación a los Planes especiales, en el Art. 75.2, se establece que se habrán de incorporar las determinaciones que resulten necesarias para el desarrollo de los correspondientes instrumentos de ordenación, y en su defecto, las propias de su naturaleza y finalidad, debidamente justificadas y desarrolladas en los estudios, planos y normas correspondientes. Sin embargo, en el apartado 3º del mismo precepto, se contempla para los PERIS, que además de las determinaciones para los planes especiales, se contendrán las previstas para los planes parciales salvo que alguna de ellas fuera innecesaria por no guardar relación con la reforma.

En esta ley, resalta la ausencia de un precepto en el que se determinen los documentos que integrarán  tanto a los Planes parciales como a los planes especiales.

El Art. 78.5 en relación con los documentos que han de integrar a los Estudios de Detalle, se afirma que “comprenderán los documentos justificativos de su contenido y con el grado de precisión adecuado a sus funciones.”

Los Proyectos de Urbanización, según lo dispuesto en el Art.79.3, comprenderán un cuadro de Precios y Presupuesto. 

XIX. Ley 6/1994, de 15 de Noviembre. Regula la Actividad de la Comunidad Valenciana./ Reglamento de Planeamiento de la Comunidad Valenciana, aprobado por RD 201/1998.

En el Art. 27 se aborda de forma generalizada, todo lo relacionado con las exigencias que se refieren a la documentación que han de integrar los Instrumentos de Planeamiento Urbanístico. Se contempla una determinación reglamentaria de la documentación necesaria, pero se establece una exigencia mínima, en la que no se hace mención implícita a la necesidad de contemplar un EEF. De igual manera, no se desprende esta necesidad del Art. 28 que se centra en exigir una documentación adicional para Planes Parciales o de Reforma Interior de mejora.

En la Comunidad valenciana, se ha aprobado un Reglamento propio de Planeamiento, mediante la aprobación del Decreto 201/1998, de 15 de Diciembre. Se ha de analizar su contenido puesto que resulta muy interesante su análisis a efectos de este apartado.

La documentación que compone a los PGOU se desarrolla en el Art. 45. Los documentos que lo han de integrar, se dividen en dos grupos previamente establecidos en este precepto: Documentos sin eficacia normativa, que son -Documento de Información: Memoria y planos y Memoria justificativa. En cambio, con eficacia normativa, se contemplan 5 documentos: Directrices definitorias de la estrategia de evolución urbana y de ocupación del territorio, Normas Urbanísticas, Fichas de planeamiento de desarrollo y gestión, Catálogo y Planos de Ordenación. 

En el Art.48 se desarrolla el contenido que ha de contener la memoria del Plan, y en el apartado E) se exige que la memoria informe acerca de las obras programadas y política de inversiones públicas que influyan en el desarrollo urbano o previstas en la planificación sectorial de las Administraciones. Hemos encontrado una  relación con el EEF en el Art. 50 dedicado a la memoria justificativa, y es la exigencia de integrar, entre su contenido, una “Evaluación socio-económica y análisis de las consecuencias de la ordenación.” 

Con respecto a los Planes Parciales, la documentación que se les exige se desprende del Art. 64, y plantea la misma estructura que para los Planes Generales. En relación a la memoria se exige en el Art. 65 el mismo contenido que se desprende del precepto 48 mencionado con anterioridad.

Se contempla la presencia de los denominados Planes de Reforma Interior. Existen dos tipos: - De desarrollo del Plan General y - De mejora. Los primeros, según se desprende del Art. 75, han de contener la documentación propia de un plan parcial, y además en la memoria justificativa se exige “un estudio completo de las consecuencias sociales y económicas de su ejecución, justificando la previsión de medidas precisas que garanticen la defensa de los intereses de la población afectada y de los medios para garantizar, cuanto menos, que la ejecución total e inmediata de sus determinaciones está asegurada o su ejecución parcial en el tiempo sea acorde con la estructura del medio urbano.” 

Los Planes de Reforma Interior de mejora, según lo dispuesto en el Art.85, cuando impliquen modificación de la Ordenación prevista en los correspondientes planes generales, incorporan documentación adicional. Se deduce del texto que como mínimo, se exigirá a éstos, el mismo nivel de exigencia que los de desarrollo del plan general. 

Con relación a la documentación de los Planes Especiales, no se desprende del Art. 91 ninguna exigencia relacionada con el EEF.

Los Estudios de detalle no presentan la exigencia de contener ningún documento relacionado con el EEF.( Art.101).

La documentación que integrará a los proyectos de urbanización, ha de presentar, según el Art. 140, un cuadro de precios descompuestos y un Presupuesto.

(  Fruto del análisis reproducido de la legislación autonómica, se puede observar que en algunas normas autonómicas para el EEF se exige mayor rigor que el previsto en la norma estatal. Un ejemplo lo constituye la ley de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja, como se desprende del Art. 65.1 reproducido con anterioridad, ó las recientes leyes del suelo andaluza y asturiana.  

En cambio, podemos destacar a la legislación canaria y castellano-leonesa como las que menor referencia establecen en relación con las determinaciones y documentos que han de contemplar los instrumentos de planeamiento urbanístico. En esta línea se establece la reciente ley navarra del suelo, por no determinar la documentación que ha de integrar a algunos instrumentos de planeamiento, ni establecer una documentación mínima; delegando toda esta función a la actividad reglamentaria. 

La documentación que ha de integrar a los Planes Parciales, ha de estar formada entre otros documentos, de un Plan de Etapas y una evaluación de los costes de urbanización y de la implantación de los servicios. En contraste con la mayoría de las legislaciones, la ley 9/2001, de la Comunidad de Madrid, no contempla con esta claridad la exigencia de contener tal evaluación, como así se comentó en el apartado correspondiente. Sin embargo, existen legislaciones como la Ley 1/2001, de 24 de abril de Murcia, o la Ley 2/2001, de 25 de Junio, de Cantabria, que amplían su rigor, al exigir, un mayor número de documentos para los planes parciales promovidos por la iniciativa particular. 

Con relación a la documentación y las determinaciones que han de integrar a los PERIS, como consecuencia del análisis efectuado, se puede llegar afirmar que esta figura de Planeamiento de desarrollo ha de contener siempre una Evaluación de los recursos económicos necesarios para llevar a cabo la actuación urbanística correspondiente, porque a nuestro juicio, siempre guardará relación con el objeto del Plan especial correspondiente, puesto que sea la finalidad que se contemple, han de preverse las fuentes de Financiación para asumir sus determinaciones.

Se ha incluido dentro de este análisis, los Estudios de Detalle. Con respecto a esta figura de Planeamiento, no se contempla la necesidad de elaborar un Estudio económico-financiero en ninguna legislación autonómica. El motivo que propicia la ausencia de tal exigibilidad, se encuentra en la función que tienen que desarrollar. Sin embargo, en la legislación catalana del suelo, no parece desproporcionada su exigencia, porque en esta legislación, los documentos que han de presentar los Estudios de detalle han ser los necesarios para la justificación de sus determinaciones. 

Cabe resaltar, a su vez, el valor que adquiere este instrumento de planeamiento en la legislación de Castilla y León. Así parece que se les dota de mayor margen de actuación que en otras legislaciones autonómicas, como se desprende del Art. 45 a). Un ejemplo de ello lo constituye la documentación que debe figurar en suelo urbano no consolidado sin ordenación detallada, entre las que figura el Programa de actuación, documento independiente donde deben recogerse las determinaciones del Estudio de Detalle sobre programación, priorización y en su caso división en etapas de sus objetivos y propuestas.

Pese a no ser considerado un instrumento de planeamiento, incluimos los Proyectos de Urbanización dentro de este análisis, por la importancia que desempeñan en la ejecución del planeamiento urbanístico. De esta manera, en la mayor parte de la legislación autonómica, se contempla la necesidad de incorporar entre su documentación, de un cuadro de precios de los materiales a utilizar para la ejecución de la urbanización, así como el correspondiente presupuesto.

Hemos de finalizar este apartado, destacando que prácticamente la totalidad de la legislación autonómica en materia urbanística, recoge la incorporación del documento EEF en el planeamiento Urbanístico, con ciertas particularidades o con diferente denominación. (Concluye en el Nº 26).
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